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Exp. 964/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 964/2022/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y COMITÉ INTERDISCIPLINARIO EVALUADOR DE LA COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VICTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., veintitrés de junio de dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 964/2022/2, promovido por los CC. ********** señalando como autoridades demandadas a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí. 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de octubre de dos mil veintidós, los CC. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, por el acto que a continuación se precisa:
“La resolución administrativa definitiva dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas con número **********, pronunciada en fecha 08 de agosto de 2022 dos mil veintidós notificada en fecha 30 treinta de agosto del año que transcurre, en la que se determinó improcedente autorizar que con cargos a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, se cubriera el apoyo solicitado por parte de los suscritos, los abastecimientos solicitados, para cubrir el mes de agosto, así como las solicitudes de pago directo a proveedor por concepto de abastecimiento.”

II.- Mediante proveído de trece de diciembre de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda de las partes actoras, y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento que de no contestar la demanda dentro del plazo que le fue indicado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

III.- En proveído de fecha catorce de marzo de dos mil veintitrés, se tuvo al Licenciado ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Victimas; al Licenciado **********en su carácter de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata; y la Licenciada **********en su carácter de Director del Registro Estatal de Víctimas, e Integrantes del Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutivo Estatal de Atención a Victimas; por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora:  

1.- Copia certificada de la resolución **********, de fecha 8 de agosto de 2022, dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas;
2.- Instrumental de actuaciones; y
3.- Presuncional lógica, legal y humana.
A la autoridad demandada:

1.- Copia digitalizada delos documentos que sirvieron de base para el análisis y dictado de la resolución **********;
2.- Copia digitalizada de la resolución **********
3.- Copia digitalizada de la resolución **********;
4.- Copia certificada de las actas circunstanciadas de fecha 22 y 23 de agosto de 2022.

5.- Instrumental de actuaciones 
6.- Presuncional lógica, legal y humana.

Por último, se señalaron las diez horas del veintiuno de abril de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.
IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, y se hizo relación de las constancias; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto en el numeral 84 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.

SEGUNDO.- La parte actora, acreditó su interés jurídico de conformidad con  el  artículo  231 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó el documento consistente en **********, documento fundatorio visible a fojas de la 14 a la 18 de los presentes autos; con el valor probatorio que le confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
**********Respecto a las autoridades demandadas; comparecieron los CC. Licenciado ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas, Licenciado **********en su carácter de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención Inmediata, Licenciada **********en su carácter de Directora del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, y el Licenciado **********en su carácter de Director del Registro Estatal de Victimas, e Integrantes del Comité Interdisciplinario Evaluador de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas; personalidad que quedo acreditada en auto de fecha catorce de marzo de dos mil veintidós.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con los documentos descritos en el Resultando primero y Considerando Segundo de esta sentencia, los cuales corren agregados a los autos de este expediente, generándose así los efectos legales correspondientes; documento público, los cuales ya fueron debidamente valorados.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En primer término, esta Sala Unitaria advierte que las enjuiciadas argumentan en primer orden, que se actualiza la improcedencia de este juicio, en virtud de que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, ya que la misma cumple con los elementos y requisitos del acto administrativo que se intenta anular, toda vez que la resolución dictada el ocho de agosto de dos mil veintidós fue expedida por los suscritos por ser autoridad competente al ser integrantes del Comité Interdisciplinaria Evaluador.

Respecto de la consideración de improcedencia reseñada, debe establecerse que la misma deviene inoperante, toda vez que no constituyen propiamente argumentos que informen una causa de improcedencia o sobreseimiento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la litis, que son materia u objeto del presente juicio y que deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación, de ahí que resulte inatendible en este momento.

En segundo término, se desprende que las autoridades demandadas manifiestan que las resoluciones impugnadas deben de tenerse por consentidas, en virtud de que no se impugnaron dentro del plazo legal establecido para ello, es decir, dentro de los treinta días hábiles siguientes a aquél en el que surtió efectos la notificación de la resolución, la cual fue practicada el pasado diecinueve de agosto de dos mil veintidós, fecha en la que recibió el C. ********** diversos instructivos de notificación y oficio.

Que la actora tuvo conocimiento del contenido de la resolución impugnada desde el día diecinueve de agoto de dos mil veintidós, y no en fecha treinta de agosto de dos mil veintidós, circunstancia que es contraria a la afirmación que la actora aduce en su escrito de demanda en el apartado V, que la resolución ********** la encontró tirada en el patio de su casa sin que haya sido notificada de manera personal a la actora o algún integrante de su familia situación que actualiza una manifestación de voluntad que entraña ese consentimiento.
Es infundada la consideración de improcedencia alegada, como se verá a continuación.

Cierto es que el juicio contencioso administrativo es improcedente cuando se promueva contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala el Código Procesal Administrativo del Estado.

Bajo el dispositivo aludido, y atendiendo a las manifestaciones de la enjuiciada, para que se actualice la improcedencia por manifestaciones de voluntad que entrañen dicho consentimiento, se requiere considerar los plazos para la presentación del juicio contencioso administrativo, contenidos en el numeral 24, fracción I, del referido ordenamiento, el que dice:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto  de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente;

…”

Como puede verse del numeral reproducido, el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal de Justicia Administrativa es de treinta días hábiles siguientes al: a) en que surta efectos la notificación de la resolución o acto que se combata; b) en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos; c) en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos (cuando no exista notificación legalmente hecha), y d) en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.

En los términos anteriores, se entenderá consentido el acto por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, cuando atendiendo al plazo aludido, no se hubiere presentado dentro del mismo, la demanda de juicio de nulidad.

Ahora bien, a efecto de determinar la improcedencia del juicio por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, existe una premisa fundamental o condición previa, que implica que el accionante sea notificado del acto reclamado o bien, conozca o se haga sabedor de la existencia de dicha decisión, sin que en estos últimos casos, exista necesariamente una notificación legal, lo anterior porque es necesario que se acredite que el accionante tuvo conocimiento pleno del acto impugnado, es decir, ese conocimiento del acto demandado debe ser indudable y completo, debe revelar que se ha conocido la decisión de la autoridad y en tal sentido, su obrar sería no promover juicio o no atender a los plazos establecidos para intentar el referido juicio de nulidad.

Bajo esa óptica y contrario a lo establecido por las demandadas, no se actualiza la causa de improcedencia a que aluden, en la medida que si bien argumentan que en el caso particular, la demandante fue notificada de la resolución que se impugna, el diecinueve de agosto de dos mil veintidós, data en la que se dice, personal de la Comisión Ejecutiva se constituyó en el domicilio de los hoy actores, entregando copia del oficio **********, en el cual se anexó la resolución **********, ello a través del señor **********, quien dice recibió el referido documento pero se negó a devolver los instructivos de notificación como los oficios, circunstancia por la cual el veintidós de agosto de dos mil veintidós se levantó el acta administrativa para hacer constar dicha circunstancia, documentales que obran a fojas de la 92 a la 95 del expediente en el que se actúa, mismos que se valoran de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Ahora bien, analizadas las actuaciones que refieren las enjuiciadas, a la luz de lo previsto por el numeral 38, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no se desprende que las formalidades previstas para las notificaciones personales se hubieren atendido, para tener entonces por legalmente notificada la determinación impugnada en la fecha que dicen las autoridades aconteció.

En efecto, el numeral invocado en el párrafo anterior establece la manera en que habrán de practicarse las notificaciones personales, ya que literalmente establece:

ARTÍCULO 38. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

I. Cuando obre en autos el domicilio de la persona, o se encuentre señalado uno para recibir notificaciones ubicado en el lugar en que resida la autoridad administrativa de que se trate o el de la Sala:

a) El notificador o actuario buscará a la persona que deba ser notificada, se cerciorará de su identidad, le hará saber el órgano administrativo o jurisdiccional, según sea el caso, que ordena la notificación y el número de expediente y le entregará copia autorizada del citatorio, acuerdo o la resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se refiera la misma. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notificación, la negativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha.

b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el notificador o actuario se cerciorará de que es el domicilio y le dejará citatorio para que, dentro de los dos días hábiles siguientes, acuda al domicilio de la autoridad administrativa, o al de la Sala a notificarse, especificándose el mismo y el número del expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista.

c) Si el notificador o el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y fijará aviso en la puerta a fin de que, dentro de los dos días hábiles siguientes, acuda a la oficina de la autoridad administrativa, o al de la Sala a notificarse. Si no se presenta se notificará por lista.

d) En todos los casos a que se refieren los incisos anteriores, el notificador o actuario asentará razón circunstanciada en el expediente;

…”  

En el orden de lo expuesto por el dispositivo transcrito, es evidente que el notificador de la Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención a Víctimas debía ceñirse a:

a) Constituirse en el domicilio señalado para la práctica de la notificación, 

b) Buscar a la persona que deba ser notificada, y de encontrarla: 

i. Cerciorarse de su identidad, 

ii. Hacerle saber el órgano que ordena la notificación y el número de expediente, 

iii. Entregar copia autorizada del citatorio, acuerdo o la resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se refiera la misma, y, 

iv. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notificación, la negativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha.

c) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada:

i. Cerciorarse de que es el domicilio, 

ii. Dejarle citatorio para que, dentro de los dos días hábiles siguientes, acuda al domicilio de la autoridad administrativa, a notificarse, especificándose el mismo y el número del expediente, 

iii. Dejar el citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio; y,

iv. Si la persona por notificar no acude a la cita, notificar por lista.

d) Si el notificador o el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado:

i. Cerciorarse de que es el domicilio correcto,

ii. Hacerlo constar y fijar aviso en la puerta a fin de que, dentro de los dos días hábiles siguientes, acuda a la oficina de la autoridad administrativa a notificarse, y

iii. Si no se presenta se notificará por lista.

Según las circunstancias que se presenten y conforme a las formalidades anteriores, se deberá levantar o asentar razón de lo anterior en el expediente relativo.

  En atención a lo expuesto, es evidente que las diligencias bajo las cuales, se pretende por las autoridades evidenciar que la accionante fue notificada legalmente de la resolución ********** emitida en el expediente **********, no pueden tener el alcance pretendido, ya que no es evidente para esta Sala Unitaria que exista un conocimiento pleno de la decisión administrativa por parte de la hoy accionante, dado que no se desprende que efectivamente se hubieren notificado bajo las formalidades legales previamente analizadas, a modo que pueda decirse que la actora tuvo conocimiento de dicha determinación en la fecha que dicen las enjuiciadas, razón por la cual debe prevalecer la manifestación de la inconforme de que conoció el acto en la fecha que indicó, esto es, el treinta de agosto de dos mil veintidós, circunstancia por la cual el argumento de improcedencia resulta inoperante y proceda desestimarlo. 

En ese tenor y sin que se advierta que en la especie se actualice alguna otra causa de improcedencia o sobreseimiento que deba hacerse valer de oficio, enseguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 04 a la 11 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede al estudio del concepto de impugnación que hicieron valer los demandantes en el escrito de demanda, en el cual medularmente plantean lo siguiente:
Que le causa agravio a sus derechos fundamentales y de su familia, el contenido y emisión de la resolución número ********** pronunciadas por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, emitida en fecha ocho de agosto del dos mil veintidós, toda vez que no salvaguardan las garantías y derechos de legalidad, debida fundamentación y motivación de certeza jurídica de justicia pronta y expedita, en virtud de que la autoridad, sin mayores datos legales y probatorios, negó en su perjuicio la medida de protección solicitada por los suscritos, así como todas las consecuencias que se han generando en su perjuicio con motivo de la negativa de su petición, considerándolo constantemente re victimizada tanto por nuestros agresores como por las supuestas autoridades encargadas de velar por los derechos de las personas que tengan esa calidad, pues considera que no se le está otorgando la reparación de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva del daño que se les ha venido constantemente ocasionado.

Además, dice la accionante que la fundamentación y motivación de los actos administrativos es una cuestión de orden público y que la garantía de legalidad establece que se deben fundar y motivar todos los actos de autoridad, entendida la fundamentación como la expresión precisa del precepto o preceptos aplicables al caso, así como por motivación, el señalamiento de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas  que la autoridad haya tenido en consideración para emitir su acto, debiendo existir una debida correlación entre la fundamentación y la motivación, que permitan la sinergia entre los motivos aducidos y las normas aplicables seleccionadas por la autoridad.

En ese orden, concluyen que la resolución que emitió la autoridad demandada no cumple con la debida fundamentación y motivación que subyacen del principio de legalidad, de ahí que la resolución emitida por la Comisión Ejecutiva es susceptible de decretarse su nulidad, por no ajustarse al artículo 1º de la Carta Magna.   

El concepto anteriormente señalado resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:
En primer orden, el agravio expuesto está encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En efecto, conforme al artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se establece como imperativo a toda autoridad, en su respectivo ámbito de competencia, la obligación de fundar y motivar la causa legal de sus actos, ello en respeto a las garantías constitucionales de seguridad y certeza jurídica consagradas en favor de los gobernados.

Ahora, para considerar un acto administrativo por correctamente fundado y motivado, es necesario que éste cumpla con los siguientes elementos: a) preceptos legales aplicables; b) relato pormenorizado de los hechos, incluyendo elementos temporales, espaciales y de modo; y c) argumentación lógica jurídica que explique con claridad la razón por la cual los preceptos de ley tienen aplicación al caso concreto, es decir, la subsunción racional del caso fáctico a la hipótesis normativa.
Al efecto, resulta oportuno hacer cita de la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Énfasis propio.
Bajo ese orden, es pertinente acotar que contrario a lo esgrimido por la actora, la resolución de ocho de agosto de dos mil veintidós si cumple con la obligación de fundar y motivar de manera adecuada la competencia de su emisora, según se advierte de los puntos considerandos V. Resolución y párrafo último de la indicada resolución controvertida.

En efecto, en el indicado considerando y párrafo de la resolución impugnada, se desprende que la emisora señaló:

“V. Resolución.
Por lo expuesto y con fundamento además, en los artículos 100 fracción I, 101 fracción XIII, 148, 149, 150, 151, 152 y 154 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; y artículos 4, 10, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 130, 131, 132, 135, 136, fracción I, 137 y 138 del Reglamento de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; y 1º, 9, 16, 17, fracciones II y III, 26, 34, 36, 38, 39 y 40 de las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; se RESUELVE:

Primero. La Comisión Ejecutiva es competente para conocer y determinar las solicitudes planteadas por los CC. **********
Segundo. Se determina improcedente autorizar que, con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, se cubra el apoyo solicitado.

Tercero. Notifíquese personalmente la presente resolución a la parte solicitante.

(…)

Y con fundamento en el artículo 148 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado; 69 fracción XII y XIX del Reglamento de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado; y artículos 10, fracciones II y III, y 38 de las Reglas de Operación del Fondo; APRUEBA en todos sus términos y da carácter de RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA DEFINITIVA para los efectos legales procedentes.

…”          

Como bien se desprende de los apartados que han sido reproducidos, la resolución impugnada si contiene la cita de los preceptos legales así como de los motivos en los que se apoya la competencia de la Comisión Ejecutiva, para conocer y resolver las solicitudes de acceso al Fondo en materia de reparación integral que al respecto presenten las víctimas de violaciones de derechos humanos, dado que como quedó evidenciado, se invocaron disposiciones relativas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, su Reglamento como a las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, concretamente se refirieron los dispositivos 100, fracción I y 101, fracción XIII, de la  Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, de entre los cuales se resaltan las atribuciones tanto de la Comisión Ejecutiva como del Comité Interdisciplinario Evaluador y del propio Comisionado Ejecutivo, relativas al establecimiento de medidas que contribuyan a garantizar la reparación integral, efectiva y eficaz de las víctimas que hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión de un delito o de la violación de sus derechos humanos, elaborando los proyectos de dictamen de reparación integral, compensación y, en su caso, la compensación subsidiaria y, determinar a través del Comisionado Ejecutivo, los Recursos de Ayuda y la reparación integral que la Comisión Ejecutiva Estatal otorgue a las víctimas, de donde es evidente que en el acto controvertido, si se citaron los preceptos que otorgan la competencia a las autoridades demandadas para emitir la decisión que hoy se controvierte, de ello lo infundado del argumento esgrimido por la actora.

En otro orden, la demandante manifiesta su inconformidad ante la negativa de otorgarle la medida de protección solicitada, en virtud de que, de acuerdo con el contenido de la Ley de Atención a Víctimas del Estado, la reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, las cuales se determinan en razón de las características, gravedad y magnitud del hecho victimizante o de la violación de derechos, destacándose que las normas se aplicarán de la manera en que favorezca la protección más amplia de la persona.

Así, dice los accionantes que una de las medidas contempladas dentro de la Ley de Atención a Víctimas, como condición para obtener una reparación integral, deriva del derecho a ingresar al Registro Nacional de Víctimas como acontece en su caso, en ese orden, la actora sostiene que acorde a la ley, al tener reconocida la calidad de víctima, la persona puede beneficiarse del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, siempre y cuando, cuente con una sentencia en la que se indique el daño sufrido por ilícitos y la manera de resarcirlos, o que no haya alcanzado el pago total de los daños causados, o bien no haya recibido la reparación integral por alguna otra vía.

Con base en esas consideraciones, dice la accionante que el hecho de que la Comisión Ejecutiva Estatal considere que la obligación de proporcionar las medidas de protección solicitadas, es responsabilidad en primera instancia del Ministerio Público, dado que es la autoridad competente para ordenar fundada y motivadamente la aplicación de medidas idóneas cuando se presume la existencia de un riesgo inminente en contra de la seguridad de la víctima, es una argumentación limitante para las propias funciones de la referida Comisión, pues ello no impide que pueda ser objeto de protección en su calidad de víctima, en aras de procurar el mayor beneficio a los afectados, por lo que la autoridad no debió limitar su actuación y entregar la responsabilidad de la aplicación de las medidas de protección al Ministerio Público, sino que debió generar algún tipo de acción tendiente a que dicha institución se pronunciara respecto de la solicitud  y no simplemente negarla sin mayor sustento legal.

Como se adelantó, es infundado el argumento reseñado.

En principio debemos establecer que los derechos de las víctimas de delitos o de violación a derechos humanos se encuentran garantizados constitucionalmente a partir de lo previsto en el artículo 20, inciso C) de la Constitución Federal, el que expresamente enumera un catálogo de derechos a favor de la víctima, dentro de los cuales, para el caso que nos ocupa, destacan el relativo a la reparación del daño y el relativo a la solicitud de medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y restitución de sus derechos.

En atención a ello, en primer lugar tenemos que la reparación del daño se concibe como el resarcimiento que debe realizar quien delinque a la víctima de la comisión del delito, así, en el numeral 25 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí se establece que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.

En ese sentido, en el diverso numeral 26 de la indicada Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, se definen las medidas que comprende la reparación integral, a saber:

a) La restitución, que busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos;

b) La rehabilitación, que pretende facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos; 

c) La compensación, que habrá de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso; 

d) La satisfacción, que busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas, y 

e) Las medidas de no repetición, buscan que el hecho punible o la violación de derechos sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir.

Ahora bien, analizado el contexto del derecho a la reparación integral, debe decirse que la misma no comprende el derecho pretendido por la aquí actora, relativo al otorgamiento de una medida de protección, en la forma y términos que solicitó ante la enjuiciada, al amparo de su calidad de víctima; pues como se advierte, la medida solicitada no se comprende dentro de las que engloba la reparación integral, de ahí que en origen, la solicitud para que sea otorgada una medida de protección con cargo al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, resulte infundada, pues se insiste, el acceso a dicho mecanismo de reparación no es el idóneo para obtener tal medida.

En segundo término, y por lo que se refiere a la medida de reparación del daño que la accionante pretende, es pertinente acotar que el derecho a las medidas cautelares o providencias para la protección o restitución de sus derechos, deriva del contenido del artículo 20, inciso C, fracción VI de la Constitución Federal y encuentran su regulación secundaria tanto en el Código Nacional de Procedimientos Penales como en la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; ordenamientos que disponen:

CODIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

“Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido En los procedimientos previstos en este Código, la víctima u ofendido tendrán los siguientes derechos:

…

XIV. A que se le reciban todos los datos o elementos de prueba pertinentes con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que establece este Código;

…

XXV. A que se le repare el daño causado por la comisión del delito, pudiendo solicitarlo directamente al Órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que el Ministerio Público lo solicite;

…”

LEY DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

ARTÍCULO 12. En el procedimiento penal, las víctimas gozarán de los siguientes derechos:

…

II. A que se les repare el daño en forma expedita, proporcional y justa en los términos de esta Ley y de la legislación aplicable. En los casos en que la autoridad judicial dicte una sentencia condenatoria no podrá absolver al responsable de dicha reparación. Si la víctima o su asesor jurídico no solicitaran la reparación del daño, el Ministerio Público está obligado a hacerlo; 
III. A coadyuvar con el Ministerio Público; a que se les reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuenten, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio como partes plenas, ejerciendo durante el mismo sus derechos los cuáles en ningún caso podrán ser menores a los del imputado. Asimismo, tendrán derecho a que se les otorguen todas las facilidades para la presentación de denuncias o querellas;
…”
Como puede verse de los numerales reproducidos, la reparación del daño causado, es uno de los derechos otorgados a estas en el procedimiento penal, por lo que en ese sentido, corresponde al Ministerio Público, ordenar fundada y motivadamente, bajo su más estricta responsabilidad, la aplicación de la misma.

En ese orden, como se advierte del contenido del artículo 84, párrafo tercero de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, el objeto de la Comisión es, entre otros, garantizar, promover y proteger los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial los derechos a la asistencia, a la protección, a la atención, a la verdad, a la justicia, a la reparación integral y a la debida diligencia, de donde se obtiene que las medidas de protección no se encuentran referidas a dicha autoridad.

En esa medida, al resultar infundados los argumentos de impugnación, con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución resolución **********, de ocho de agosto de dos mil veintidós, emitida por el Director General de la Unidad de Primer Contacto, Directora del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, Director del Registro Estatal de Víctimas y el Comisionado Ejecutivo de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, mediante la cual, se determinó improcedente autorizar el apoyo solicitado por la parte actora con cargo a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Artículo 228, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 


� “Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”





� Octava Época, Registro: 164618, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 64, Abril de 1993, Tesis: VI.2o. /J.248, Página: 43.








